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			Historia de un secreto

			El primer paciente con coronavirus detectado en el Perú fue un varón de 25 años que regresó de un recorrido por tres países de Europa. Dos de esos países, Francia y España, alcanzaron en su momento picos en las estadísticas mundiales de la epidemia, al punto que en las redes sociales circularon dramáticos mensajes de algunos de sus médicos, abrumados hasta el llanto, para llamar la atención del mundo sobre el horror que se había desatado. El encargado de dar la noticia en Perú fue el entonces presidente Martín Vizcarra, sobreviviente él mismo de un primer Gobierno derrocado bajo sospechas de corrupción y protagonista de una crisis que terminaría por ocasionar su propia caída.

			Vizcarra fue el gobernante que afrontó el impacto de la enfermedad con la misma clase de medidas que sometió a ciudadanos de todo el mundo al mayor encierro simultáneo de la historia. También era el mandatario que debía gestionar la compra de vacunas contra la COVID-19 en medio de la disputa global por las primeras dosis. En un punto entre esos escenarios, su desempeño para enfrentar la pandemia quedó marcado por un secreto que hoy es investigado por el Ministerio Público.

			Entre 2020 y 2021, el Perú se vio sometido a una situación de inestabilidad política sin precedentes. Sucesivos escándalos de corrupción de años previos habían sacudido a casi toda la clase política y motivaron un desfile de expresidentes y líderes de distintos partidos por los pasillos del sistema de justicia, varios de ellos encarcelados. La llegada de la COVID-19 agregó al escenario una amenaza global, cuyo impacto en todos los aspectos de la vida cotidiana alteró el statu quo de un país que se había jactado de la estabilidad económica y el crecimiento generado en los últimos 30 años. El nuevo coronavirus dejó expuestas viejas heridas en el país: las opacas fotografías de lo que años antes se conoció como el «milagro económico peruano» se resquebrajaron ante la evidencia de hospitales precarios ahora colapsados, pasillos repletos de cadáveres y crematorios funcionando al límite de su capacidad. En paralelo, buena parte de la élite política más tradicional impulsó la vacancia del presidente Vizcarra y ocasionó masivas manifestaciones y una violenta represión policial en la que murieron dos jóvenes.

			Sometido a una suerte de arritmia política, al país todavía le quedaban varias sorpresas pendientes. Una de las más dramáticas fue el descubrimiento de que medio centenar de personas se habían vacunado irregularmente y en secreto, aprovechando vínculos familiares, profesionales o políticos. El beneficiario más prominente de ese grupo fue el propio Vizcarra.

			Pocos escándalos públicos de la historia reciente en el Perú han salpicado a tantas personas, destruido reputaciones, generado investigaciones simultáneas y expuesto los hilos del poder con tanta rapidez e impacto. Eso ya es mucho decir para un país que ha visto a casi todos los presidentes de este siglo bajo sospecha de corrupción. El caso de las vacunas aplicadas en secreto a un grupo de privilegiados mientras miles de personas caían víctimas de la pandemia, incluyendo médicos y personal de salud de primera línea, despierta todo tipo de lecturas y preguntas: ¿Cómo fue que un grupo de médicos pudo aplicar las candidatas a vacunas violando principios bioéticos, con la autorización de las autoridades sanitarias del país y vulnerando protocolos esenciales de lo que debía ser un hito en la historia médica peruana? ¿Cuáles son los verdaderos hilos que se movieron detrás de la ciencia? ¿Por qué una pandemia se convierte en un asunto de geopolítica? ¿Cuántas muertes justifican el oportunismo político?

			OjoPúblico ha realizado una inmersión en los documentos del caso para reconstruir una historia confusa, llena de secretos y nudos. Este recorrido incluye investigaciones en Argentina, Chile y México, y aporta evidencia de que este caso se configura en un esquema de prácticas dudosas que ha sacudido la región. Lo que sigue es una investigación que muestra el entramado de ciencia, diplomacia, intereses empresariales, vínculos políticos, puertas giratorias entre el sector público y privado, y otros factores que explican lo que podría ser el mayor caso de abuso del poder en medio de la pandemia.

		

	
		
			I. 
Crisis en medio de la crisis

			Los dos frascos de gel y alcohol sobre la mesa, el protector facial colgando de una silla, las ventanas abiertas de su estrecha oficina, la distancia que separa su escritorio del de sus visitantes y la doble mascarilla que lleva el fiscal anticorrupción Marco Carrasco Campos resumen los miedos de estos tiempos: en el primer cuatrimestre de 2021, el Perú ocupó el segundo lugar de países con mayor tasa de mortalidad por la COVID-19 en todo el mundo. Durante el primer año de pandemia —según cifras oficiales hasta ese momento—, murieron más de 50 000 personas, decenas de ellas médicos y fiscales, sin oxígeno en sus casas o en la más absoluta soledad de una habitación de alguna de las poquísimas camas de cuidados intensivos de un hospital. Carrasco sabe de pérdidas: ha acompañado el duelo de amigos y familias de trabajadores de la Fiscalía. Tal vez por eso, el fiscal tiene a un costado de su escritorio, entre manuales y códigos penales, una cruz y la imagen de la Virgen de Guadalupe. De rato en rato, Carrasco echa gel en sus manos y las frota, se acomoda la mascarilla, que ha dejado marcas sobre su rostro, y revisa los mensajes que llegan a su teléfono móvil: son fotos y pedidos de ayuda de trabajadores internados o en salas de espera de hospitales abarrotados del país porque necesitan oxígeno.

			«Gracias a Dios no me he contagiado», dice el fiscal —un abogado de 51 años oriundo de Amazonas y con más de 20 años de experiencia en el Ministerio Público de Lima—, mientras lee los mensajes de auxilio de sus compañeros que le llegan por WhatsApp. «Hay dos asistentes que están mal, y un fiscal está aislado», cuenta.

			Todos los miembros de su despacho, ubicado en el distrito de Los Olivos —uno de los ocho que atiende su oficina de la Segunda Fiscalía Provincial Corporativa Especializada en delitos de corrupción de funcionarios de Lima Norte—, tienen la esperanza en una vacuna que no les llega, pero que además se ha vuelto un tema cotidiano en el trabajo porque, entre los casos de presuntos delitos que les toca esclarecer, está el escándalo de cómo un lote de estas preciadas dosis, ingresadas a este país en el marco de un ensayo clínico de la farmacéutica china Sinopharm, fue aplicado de manera subrepticia a un grupo de personas privilegiadas, entre las que estaba un presidente de la República en funciones, ministras también en funciones, familiares de autoridades, empresarios, políticos e incluso personajes conocidos por hacer lobby a favor de grandes empresas. La aspirante a vacuna aún no estaba autorizada para usarla en personas fuera del estudio, pero fue aprovechada por gente con poder. «Hay personas que han vacunado incluso a sus trabajadoras del hogar, a sus hijos», señala el magistrado. Se trata de una de las investigaciones penales más complejas de los últimos años en Perú. En el ámbito de las redes sociales se popularizó como el #Vacunagate1.

			La alusión al famoso escándalo de la historia política estadounidense no es exagerada: la revelación del caso peruano causaría en cuestión de días la inhabilitación para ejercer cargos públicos durante diez años al expresidente vacunado, la caída de dos ministras en ejercicio que hasta el momento del destape gozaban de buena reputación, y un sacudón sísmico para todos los sectores de la clase política de un país que creía haberlo visto todo. Eso, en la misma nación que en los últimos cinco años afrontó la renuncia de un presidente acusado de corrupción, el suicidio de un exmandatario acorralado por investigaciones fiscales, el ingreso a prisión de otro bajo sospecha de fuga, la extradición bajo cargos de soborno del líder político que alguna vez llegó a la presidencia bajo la bandera de terminar con la corrupción del régimen de los años noventa, la detención de la principal líder de la oposición por su presunta implicancia en el caso Lava Jato, una conspiración parlamentaria para vacar a un presidente encargado, un masivo levantamiento popular contra el cabecilla de los conspiradores, y una serie de escaramuzas políticas cuyo epicentro era el Congreso de la República. Hasta poco antes del escándalo #Vacunagate, el Perú era un territorio en permanente resaca política.

			*

			Por los días en que se destapó el caso, el país estaba envuelto en otra vorágine de acusaciones que parecían diluir la atención del público sobre la emergencia sanitaria que ya había causado una primera ola histórica de muertes. Se trataba de las repercusiones del caso Richard Swing, un personaje del mundo de la farándula, cuyo nombre real es Ricardo Cisneros, que por razones desconocidas se había conectado con el círculo más alto del presidente Martín Vizcarra. El punto central de las denuncias eran unos pagos realizados a Cisneros por presuntos servicios de asesorías al Ministerio de Cultura, algunos de los cuales, según la investigación en marcha en el Congreso, estaban sobrevalorados o incluso no se habían realizado. La oposición especuló sobre un posible caso de tráfico de influencias que alcanzaba directamente al presidente Vizcarra. Durante meses, la prensa ventiló una serie de fotos, audios y videos que mostraban la cercanía de Cisneros con personajes allegados a Vizcarra, incluyendo su secretaria y uno de sus principales asesores. En uno de esos audios, grabado por su secretaria, el presidente comenta una posible estrategia para negar algunas de las reuniones que al parecer sostuvo con Cisneros en Palacio de Gobierno. Vizcarra, quien asumió la presidencia tras la renuncia de Pedro Pablo Kuczynski por sus vínculos con el caso Lava Jato, llegó a resistir en su momento el impacto político de otras denuncias que lo involucraban a él mismo en presuntos casos de corrupción en obras públicas, pero sería puesto en jaque por un caso de matices frívolos. No pasó mucho para que sus adversarios políticos plantearan una denuncia en su contra por presunta incapacidad moral. Lo que vino entonces fue una operación de vacancia orquestada en el Congreso, el nombramiento de un presidente interino que previamente había tocado las puertas de los cuarteles para sondear el ánimo de los militares, una masiva protesta ciudadana reprimida con un violencia que dejó dos muertos, la renuncia forzosa del presidente interino y principal promotor de la vacancia, y la subida al poder de un nuevo presidente interino, Francisco Sagasti, un académico que fue el único que logró el consenso para asumir el cargo en un país al borde del colapso. Sagasti tendría dos objetivos centrales para su mandato de transición: controlar los estragos de la pandemia y sobrevivir políticamente lo suficiente para garantizar el traspaso democrático del poder con las elecciones de 2021.

			La mañana del miércoles 10 de febrero, los diarios de Lima mostraban todos los extremos de la crisis sanitaria que Sagasti había heredado en medio de la convulsión política: un titular alertaba de la escasez de oxígeno en 18 hospitales, una fotografía presentaba a los últimos médicos caídos en la primera fila de la guerra contra la pandemia, y en medio de todo había citas de testimonios de los primeros miembros del personal de salud vacunados, según la lógica de proteger primero a quienes luego tendrán la misión de salvar a los demás. «Es una luz de esperanza y nos protege», decía el comentario de un médico intensivista del hospital Loayza, uno de los más grandes y antiguos de Lima, tras recibir su primera dosis. «La vacuna nos beneficiará a todos», declaró una enfermera del hospital San Bartolomé. Todo esto aparecía en una de las últimas portadas que llegaron a los quioscos del país antes de que se descubriera que algunos personajes se adelantaron para beneficiarse con el antígeno de manera oculta.

			Esa noche, el periodista Carlos Paredes, quien estaba a punto de publicar un libro de investigación sobre el perfil de Vizcarra como político, se presentó en un programa de televisión2 y reveló que el expresidente, recién vacado por el escándalo de Richard Swing e investigado bajo cargos de corrupción, se había vacunado meses antes sin hacerlo público. Según Paredes —quien, entre 2018 y 2020, fue asesor de la segunda vicepresidenta Mercedes Aráoz, una rival declarada de Vizcarra—, el dato inicial había salido de fuentes diplomáticas chinas, que hablaron de un ofrecimiento formal al Gobierno peruano de dosis extras para los miembros del Ejecutivo en contraprestación por dar la autorización para el experimento con la candidata a vacuna del laboratorio Sinopharm en el país. «El presidente rechazó la oferta para todo su gabinete», declaró el periodista. Sin embargo, agregó, pudo confirmar que el equipo del ensayo, incluyendo a una enfermera, había acudido a Palacio de Gobierno hasta en dos ocasiones, en septiembre y octubre de 2020, poco antes de que Vizcarra fuera destituido. Esos detalles circunstanciales se complementaban con otras versiones, también recogidas por el periodista durante su investigación, acerca de que, en viajes recientes a distintas provincias del país, todavía como mandatario, Vizcarra había confesado de manera privada a sus allegados que estaba tranquilo con las actividades públicas porque él y su esposa ya estaban protegidos con la vacuna.

			*

			En su despacho de Lima Norte, el fiscal Marco Carrasco suele tener encendido el televisor cuando no está en la calle haciendo diligencias. Hasta antes de que estallara este escándalo, Carrasco tenía su atención puesta en distintos hechos relacionados al manejo de la emergencia que podían configurar algún delito, como irregularidades en la distribución de canastas de alimentos y el manejo de recursos públicos en otras formas de ayuda social. El jueves 11 de febrero de 2021, al mediodía, escuchó en ese aparato la conferencia de prensa en que el expresidente Martín Vizcarra reconoció haber sido vacunado por los investigadores de la Universidad Cayetano Heredia con dosis de la vacuna de Sinopharm.

			Para entonces, Vizcarra aspiraba a ser elegido parlamentario, una decisión política que sus adversarios interpretaron públicamente como un intento de protegerse ante las investigaciones fiscales en su contra tras ser destituido de la presidencia. La conferencia se realizó en un local de la ciudad de Tacna, a donde había llegado como parte de su campaña. Lo acompañaba Daniel Salaverry, el candidato presidencial del partido Somos Perú, quien en alguna época había sido uno de sus adversarios más feroces en el Parlamento y ahora, en un extraño arreglo político, lo había incorporado como cabeza de la lista congresal por Lima. Cobijado por ese nuevo entorno, Vizcarra no solo admitió haberse vacunado, sino que adujo haberlo hecho como un acto de valentía, como uno más de los 12 000 voluntarios registrados para la prueba realizada por la Universidad Cayetano Heredia. Tanto él como su esposa, adujo, habían aceptado un riesgo que sus ministros declinaron. «La vacuna ha sido aprobada el 31 de diciembre», señaló para reforzar la idea. Minutos después, dos personas envueltas en trajes de protección personal se acercaron a la mesa y le practicaron una prueba rápida con un pinchazo en el dedo. El resultado fue negativo. Vizcarra dijo que eso demostraba la ausencia de anticuerpos y, por tanto, de que no había recibido la vacuna, sino posiblemente el placebo. Con los días, varias de estas versiones fueron desmentidas por miembros de su gabinete, por la universidad a cargo de los ensayos y por la comunidad científica que descartó la efectividad de ese tipo de pruebas para detectar rastros de la vacuna.

			Dos días después, acorralado por la información que se empezaba a conocer y acrecentaba los ataques en su contra, el expresidente difundió un mensaje en video3 en que insistía en sus argumentos iniciales y pedía disculpas, pero además reconocía la existencia de un beneficiario secreto adicional: su hermano mayor, César Vizcarra.

			La vacunación oficial en Perú había comenzado apenas un día antes de que estallara el escándalo y dos días antes de la conferencia de Martín Vizcarra. Perú ya era el país con más médicos fallecidos en América Latina después de Brasil. Todos creían entonces que el personal médico de primera línea, que durante meses había visto morir a varios de sus miembros, era el primer grupo en recibir las dosis de la vacuna de Sinopharm. La confesión del expresidente abrió una serie de interrogantes: ¿Por qué se vacunó en secreto? ¿Quiénes más accedieron a la vacuna, que estaba destinada de manera exclusiva al personal relacionado con el ensayo? ¿Cómo se decidió su vacunación, si la vacuna no estaba aprobada para el resto del público? ¿Tuvo algo que ver la negociación con el laboratorio Sinopharm en la aplicación de este beneficio? Si meses antes las noticias sobre la venta irregular de pruebas para detectar la enfermedad y otros insumos de protección personal habían impactado a una sociedad paralizada por la falta de recursos médicos y sometida al estrés del confinamiento más duro de todos los tiempos, ¿cómo fue que unos pocos privilegiados aseguraron su supervivencia mientras hospitales y crematorios rebalsaban de cadáveres?

			El fin de semana del viernes 12 al domingo 14 de febrero de 2021, el fiscal Marco Carrasco leyó, como nunca antes lo había hecho, textos en línea sobre ensayos clínicos y vacunas. El lunes, al empezar la nueva semana y con todos los indicios acumulados, llegó a su oficina y decidió abrir una investigación por delitos de presunta corrupción contra los que resulten responsables. Carrasco actuó con un sentido territorial: las vacunas en cuestión eran parte del lote administrado por la Universidad Cayetano Heredia, cuyo campus se encuentra en San Martín de Porres, uno de los distritos bajo su jurisdicción. «Esas vacunas son un patrimonio público que ha sido mal utilizado», señaló con un énfasis poco usual. «Era algo que todos quisieran tener para no morirse, pero que se distribuyeron entre pocos».

			El proceso era más complicado de lo que parece, y no solo por las restricciones de la pandemia. Las Fiscalías en Perú siempre han padecido escasez de recursos, y no es extraño que en un despacho como el suyo los expedientes terminen copando todos los espacios. La oficina del fiscal Marco Carrasco no es la excepción a la regla. Ubicada en el segundo piso de una construcción de tres plantas, tiene seis ambientes y una cocina donde todos los miembros del equipo, incluyendo al propio Carrasco, se turnan para cocinar y evitar comer fuera ante al peligro de contagiarse con la COVID-19. En tiempos normales, tan solo su despacho tiene que investigar 220 procesos con un equipo de tres fiscales y dos asistentes. En medio de la pandemia, uno de los fiscales está de licencia médica y uno de sus asistentes sobrelleva los síntomas por la enfermedad que ha sacudido el planeta. El fiscal Carrasco es uno de los pocos que no se ha contagiado.

			La situación es frágil. Hace unos meses tuvo un gran susto, y le hicieron una prueba, cuyo resultado tardó ocho días en llegar desde el Instituto Nacional de Salud. Ocho días es un lapso que, en términos de la pandemia, fácilmente puede representar la diferencia entre la vida y la muerte. Si la prueba la realiza un laboratorio privado, el resultado sale en 24 o, a lo sumo, 48 horas, pero ese es un lujo que un magistrado del Ministerio Público en el Perú no puede darse. De modo que en esa ocasión tuvo que esperar, como otros colegas, los tiempos elefantiásicos del Estado.

			A esto se suma que el caso #Vacunagate es complejo. Los presuntos delitos comprendidos en la investigación fiscal incluyen concusión, colusión y peculado. La investigación por colusión apunta a establecer si la vacunación de este grupo de privilegiados obedeció a acuerdos clandestinos; el cargo de peculado se configura si la Fiscalía demuestra que los involucrados usaron un bien público en beneficio de terceros; y el de concusión, si el funcionario abusó de su cargo o indujo a otra persona a entregarle o prometerle indebidamente un bien o beneficio. Eso significa que por el despacho de Carrasco deben pasar funcionarios administrativos, diplomáticos, personas de ciencia, médicos y, en general, gente con un conocimiento muy detallado de lo que es un ensayo clínico de proporciones globales, como nunca se ha hecho en la historia de este país. «Hemos previsto interrogar a peritos expertos, a miembros de la comunidad científica, pero yo también junto a mi equipo estamos leyendo muchas publicaciones científicas», comenta el fiscal.

			*

			A la mañana siguiente de las revelaciones sobre la vacunación secreta, la ministra de Salud, Pilar Mazzetti, una prestigiosa neuróloga cuyo legajo incluye haber servido en dos carteras ministeriales para cuatro presidentes del Perú, tuvo una de esas jornadas que definen carreras, para elevarlas o sepultarlas. Por la mañana, durante la sesión del Consejo de Ministros, cuando todos los miembros del Gabinete hablaban de la vacunación secreta del expresidente Martín Vizcarra, le preguntaron si estaba enterada del caso. Mazzetti, quien volvió al servicio público en plena pandemia por invitación de Vizcarra, lo negó categóricamente. Varias horas después, ante un pedido del mismo congresista que en su momento promovió activamente la vacancia de Vizcarra, la ministra Mazzetti debió presentarse en el Congreso de la República, junto a la presidenta del Consejo de Ministros, Violeta Bermúdez, y el ministro de Trabajo y Promoción del Empleo, Javier Palacios Gallegos. Uno de los puntos de la agenda era que explicaran si el expresidente Vizcarra realmente había participado como voluntario en el ensayo clínico de Sinopharm.

			Eran poco más de las siete de la noche cuando los tres ministros se colocaron en la misma hilera de butacas, cubiertos con mascarillas blancas y rodeados de espacios vacíos, de acuerdo con los protocolos de la pandemia. La premier Violeta Bermúdez Valdivia se limitó a decir que no tenía noticia de la vacunación de Vizcarra, porque nunca trabajó durante su mandato, y anunció que había pedido información a las autoridades respectivas. Entonces le tocó el turno a la ministra de Salud. La doctora Mazzetti llevaba puesto el chaleco azul de campaña característico entre los miembros del Gabinete y un pequeño rociador personal de alcohol pendiente del cuello. Su presentación inicial duró alrededor de cinco minutos y empezó con una respuesta ambigua. «El señor Vizcarra no se encuentra en la lista de beneficiarios de la Fase I del plan de vacunación», dijo escuetamente. Luego hizo algunas explicaciones generales sobre el proceso de vacunación y dio por cubierto lo que tenía para decir. El ministro de Trabajo fue más extenso que ambas y ofreció detalles sobre las medidas para paliar la otra crisis que estaba minando a los peruanos más desfavorecidos.

			La presentación de los tres ministros dio pie a una agresiva ronda de preguntas y comentarios de parlamentarios conectados por videollamada. Algunos lanzaban críticas al proceso de distribución de las vacunas, otros se centraban en la ineficiencia del Gobierno de transición o los vínculos corruptos que estaban detrás, y no faltaba el que opinaba que se estaba perdiendo el tiempo. El parlamentario Richard Rubio, de quien solo se vio una foto oficial de perfil a través de un monitor, hizo la pregunta más directa:

			—Usted ha declarado hace unas horas, mediante el Twitter del Ministerio de Salud, lo siguiente: «Desconozco si alguna autoridad del Gobierno se ha sometido a dichos ensayos de investigación». Le pregunto a usted, ministra: ¿Ha sido una de las personas voluntarias al igual que el expresidente Vizcarra? ¿Por qué no se ha vacunado junto al presidente Sagasti? [...] El presidente Vizcarra era un personaje público, ¿no cree que debió señalar que iba a ser voluntario? ¿O no coordinó con usted sobre las implicancias de su decisión?

			Era el momento clave para que Pilar Mazzetti contara todo lo que sabía. Lo que realmente sabía. No lo hizo. La ministra de Salud volvió a negar que se le hubiera consultado o tuviera la información de que Vizcarra o sus allegados se habían vacunado. Mazzetti se concentró en una abigarrada explicación de que los ensayos clínicos y la aprobación de las vacunas no dependen de las autoridades políticas, sino de los equipos científicos encargados. También fue muy precisa en explicar los términos de confidencialidad de los participantes y los mecanismos para evitar los conflictos de interés en el proceso de negociación con la eventual empresa proveedora de la vacuna una vez que es aprobada. «Solo por darles una idea: alguien que trabaja en un nivel de decisión, como el presidente de la República, debe abstenerse de trabajar en un ensayo clínico. Eso es claro a nivel internacional». Incluso mencionó los pedidos de distintos grupos para acceder a las vacunas, y la necesidad de contar con un grupo de análisis ético para tomar las mejores decisiones. La ministra recogió la alusión directa del parlamentario. Los ministros, aseguró, se vacunarían en el grupo que les corresponde, en la segunda o tercera etapa. «Yo soy personal de Salud. [Pero] si bien soy médico, hago labor administrativa. Por consiguiente, no me corresponde la vacunación en este primer momento», precisó con el tono calmado de quien explica un procedimiento clínico de rutina.

			La sesión se extendió por casi dos horas. Poco después, los tres representantes del Gobierno abandonaron el Congreso.

			Al día siguiente, el viernes 12 de febrero, Mazzetti renunció.

			En un país conmocionado por las inéditas cifras de muertes a causa de la pandemia, el alejamiento de la ministra de Salud fue visto como una pérdida. Algunos analistas políticos especularon sobre lo que parecía otra víctima de la rivalidad entre el Congreso y el Poder Ejecutivo. En Palacio de Gobierno, los funcionarios también asumían que esto era una forma más de indisponer a la administración del presidente de transición Francisco Sagasti en un momento clave de la crisis sanitaria. En redes sociales, más de un analista comentó que la doctora Pilar Mazzetti renunciaba harta del acoso del Congreso. Un medio llegó a decir: «De acuerdo a fuentes de Palacio de Gobierno, Mazzetti se sintió frustrada y decepcionada del expresidente Martín Vizcarra, quien reveló ser uno de los voluntarios para los ensayos clínicos de las vacunas de Sinopharm realizados en octubre de 2020»4. El presidente Sagasti y los otros miembros del Gabinete le agradecieron por sus servicios al país al haber enfrentado una crisis sanitaria sin precedentes, con las limitaciones del sistema de Salud, y en medio de implacables ataques políticos. Lo mismo hizo la premier Bermúdez: «Ha sido muy valioso contar contigo en el Gabinete. ¡Estoy segura de que, desde donde estés, seguirás aportando al desarrollo de nuestro país!», escribió en Twitter5.

			Varias de las personas que han trabajado con ella recuerdan haberla visto emocionada y con sonrisas mientras recibía los agradecimientos públicos del Gobierno. La resolución que da por aceptada su renuncia, publicada el 13 de febrero de 2021 en el diario oficial El Peruano y firmada por el presidente Francisco Sagasti, dice literalmente:

			«Se resuelve6: Aceptar la renuncia que, al cargo de ministra de Estado en el Despacho de Salud, formula la señora Pilar Elena Mazzetti Soler; dándosele las gracias por los servicios prestados a la Nación».

			En el argot oficial, el agradecimiento por los servicios prestados a la Nación es una fórmula reservada para los funcionarios que han ejercido el cargo sin mancha. Por el contrario, la ausencia de ese simple fraseo se interpreta como el equivalente a un despido. Mazzetti contaba con ese reconocimiento en su legajo cuando Sagasti la invitó a participar a la juramentación de su sucesor, el médico Óscar Ugarte, el quinto ministro de Salud desde que comenzó la pandemia. La ahora exministra acudió a Palacio de Gobierno y recibió con notoria emoción los aplausos de los funcionarios que asistieron.

			En las imágenes de archivo de ese día, se puede ver cómo el presidente Sagasti la llama a subir a ese pequeño y solemne atrio donde ella había juramentado otras veces. En cierto momento, mira a los ojos del mandatario y de su sucesor. A pesar de la mascarilla, es posible notar que sonríe, hace un gesto de agradecimiento con los brazos, como se estila en estos días de distancia social, y recibe las reverencias que hace el mismo presidente. Los aplausos son prolongados.

			El Perú es un país que ha procesado por corrupción a sus últimos seis expresidentes y cientos de altos funcionarios son investigados penalmente. En un contexto semejante, analistas y políticos creyeron ver en Pilar Mazzetti a una funcionaria singular, experta en salud pública y catedrática de prestigio, que trabajaba más de 12 horas al día y había dado mucho de su parte para liderar la lucha contra la pandemia y que ahora renunciaba maltratada por intereses políticos. El trasfondo era otro: tanto cuando se presentó en conferencia de prensa para decir que actuaría como la capitana de un barco que se inmola por su tripulación, como cuando se presentó al Congreso para declarar que no sabía lo de Vizcarra y cuando participó en la juramentación de su sucesor, en medio de honores y agradecimientos, la ministra Mazzetti ya se había vacunado en secreto.

			Según la información que se conocería en el clímax del escándalo, la exministra había recibido la primera dosis el 12 de enero de 2021, cuando esa vacuna ya había sido autorizada en Perú, y apenas una semana después de la firma del millonario contrato de lote de vacunas de la farmacéutica china Sinopharm; y la segunda el 6 de febrero, cinco días antes de que estallara el escándalo y tres días antes de que comience la vacunación oficial, ya autorizada por el Gobierno.

			*

			El domingo 14 de febrero de 2021, desde su casa, el fiscal Carrasco seguía con estupor los detalles del llamado #Vacunagate. En un giro propio de estos tiempos, ese fin de semana varios ministros empezaron a publicar comunicados en sus redes sociales para hacer público que no estaban entre los vacunados de manera secreta. Era una suerte de acción preventiva ante los rumores que habían empezado a circular por las salas de redacción de distintos medios de comunicación, movidos por exfuncionarios e incluso trabajadores del Gobierno. Los reporteros hacían llamadas y llevaban la cuenta sobre qué ministros publicaban sus comunicados de deslinde y cuáles tardaban en hacerlo, con la idea de confirmar sospechas. Las versiones más insistentes se referían a la ministra de Relaciones Exteriores y a la ministra de Salud. Esa noche, la canciller Elizabeth Astete reconoció públicamente que estaba entre los vacunados y anunció que había presentado al presidente su carta de renuncia al cargo.

			Astete, una diplomática de carrera con más de 40 años en el servicio exterior del Perú, publicó en su cuenta7 de Twitter un comunicado con detalles sobre su caso. Según su versión, recibió la primera dosis de la vacuna de Sinopharm el 22 de enero último, semanas después de que Perú firmó el millonario contrato de compra con el laboratorio chino. La renunciante canciller explicó8 que alguien le había ofrecido las dosis porque se trataba de un supuesto remanente a cargo de la Universidad Peruana Cayetano Heredia. Astete dijo que, como parte de sus funciones, debía realizar viajes a algunas regiones y que eso podía ponerla en riesgo, debido a que tenía 68 años. «No podía darme el lujo de caer enferma», escribió. La funcionaria precisó que, tras reconocer su error, había decidido no aplicarse la segunda dosis de la vacuna. Era tarde. Su explicación solo había echado combustible a la ira que ya se había apoderado de la opinión pública.
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